TEMA 87 CIVIL: Efectos generales del matrimonio.- Efectos patrimoniales: Organización económica de la sociedad conyugal.- Sistema adoptado por el CC.- Disposiciones generales sobre el régimen económico matrimonial: Examen de los arts. 1322 y 1324 CC.- la publicidad del régimen económico matrimonial.

____________________________________________________________________________________________
EFECTOS GENERALES DEL MATRIMONIO
  El matrimonio, cualquiera que sea la forma de su celebración, produce una serie de efectos que la doctrina suele clasificar en personales y patrimoniales, siguiendo la distinción que hacía Savigny entre el Derecho de Familia puro y el aplicado a los bienes.

Topográficamente, la regulación del Código Civil sobre este punto se desdobla entre el Libro I (artículos 66 y ss.) en cuanto a los efectos personales del matrimonio, y  el Libro IV (arts. 1315 y ss.) en cuanto a los patrimoniales.

En la presente pregunta nos centraremos en los EFECTOS PERSONALES.

El Código Civil, en su versión originaria, regulaba esta materia inspirándose en los principios de autoridad marital y limitación de la capacidad de la mujer, lo cual suponía un trato discriminatorio para ésta.

  Estos principios son superados por la LEY 2 MAYO 1975, que introduce -en las relaciones personales entre los cónyuges- el principio de igualdad; principio que luego consagraría la CE´78 en preceptos como:

Art. 14, que prohibe toda discriminación por razón de sexo.

Art. 32 " El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.
  La ley regulará las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos. ”

Además de estos preceptos constitucionales, hay que tener en cuenta la reforma operada por la Ley 1 Julio 2005 que permite que el matrimonio sea celebrado entre personas del mismo o distinto sexo con igualdad y plenitud de derechos y obligaciones, cualquiera que sea su composición.

 Así, los efectos del matrimonio (que se mantienen en su integridad, respetando la configuración objetiva de esta institución) serán únicos en todos los ámbitos con independencia del sexo de los contrayentes. 
Por ello, y tras esta reforma, los arts. 66 – 68 CC establecen:


Art. 66   " Los cónyuges  son iguales en derechos y deberes."

Art. 67   " Los cónyuges deben respetarse y ayudarse mutuamente y actuar en interés de la familia."


Art. 68 " Los cónyuges están obligados a vivir juntos, guardarse fidelidad y socorrerse mutuamente
                Deberán, además, compartir las responsabilidades domésticas y el cuidado y atención de ascendientes y descendientes y otras personas dependientes a su cargo."

  Habla el Código de DEBERES DE COHABITACIÓN, FIDELIDAD, RESPETO, MUTUO AUXILIO y, tras la modificación operada por la Ley 8 Julio 2005, del DEBER DE COMPARTIR LAS RESPONSABILIDADES DOMÉSTICAS Y EL CUIDADO DE LAS PERSONAS DEPENDIENTES, deberes cuyo cumplimiento 'in natura' en caso de inobservancia no es posible.  

Sin embargo, su infracción conlleva diversas sanciones, tanto en el orden penal como en el civil.

*  En el orden penal es delito el abandono de familia, aunque se ha despenalizado el adulterio. Y en relación con el deber de respeto, es delito el maltrato o las injurias o amenazas.
* En el orden civil podemos citar los siguientes efectos:

  1) Tras la Ley 8 Julio 2005 y a tenor de lo dispuesto en los ARTS. 81 y 86 CC , uno solo de los cónyuges podrá pedir la SEPARACIÓN JUDICIAL o el DIVORCIO, sin necesidad de que hayan transcurrido 3 meses desde la celebración del matrimonio, “cuando se acredite la existencia de un riesgo para la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o libertad e indemnidad sexual del cónyuge demandante o de los hijos de ambos o de cualquiera de los miembros del matrimonio”.
No obstante y en cuanto al deber de CONVIVENCIA, hay que tener presente que, según el art. 105 CC, " no incumple el deber de convivencia el cónyuge que sale del domicilio conyugal por una causa razonable y en el plazo de 30 días presenta la demanda o solicitud a que se refieren los artículos anteriores", que tratan de las demandas de nulidad, separación o divorcio.
2) Además, es CAUSA JUSTA PARA DESHEREDAR AL CÓNYUGE, según el ART. 855 CC: “ el incumplimiento grave o reiterado de los deberes conyugales”.

3) El DEBER DE MUTUO AUXILIO abarca una asistencia completa y perfecta en todos los órdenes de la vida, pero el Derecho Civil sólo impone sanción legal a la infracción del auxilio físico representado por el DEBER DE PRESTAR ALIMENTOS a que se refieren los ARTS. 142 – 153 CC.

El matrimonio también genera OTROS EFECTOS PERSONALES. Así:
1.- NACIONALIDAD:

       
Art. 22 CC,  “ El que al tiempo de la solicitud  llevare un año casado con español o española, y no estuviere separado legalmente o de hecho”, puede adquirir la nacionalidad española derivativa por residencia de 1 año. Al igual que el viudo o viuda de español o española si, a la muerte del cónyuge, no existiera separación legal o de hecho.
2.- VECINDAD CIVIL:


Art. 14.4 CC, tras la reforma operada por Ley 15 Octubre 1990: " El matrimonio no altera la vecindad civil. No obstante, cualquiera de los cónyuges no separados, ya sea legalmente o de hecho, podrá, en todo momento, optar por la vecindad civil del otro."

3.- DOMICILIO:

Art. 69.      " Se presume, salvo prueba en contrario, que los cónyuges viven juntos."


Art. 70.  " Los cónyuges fijarán de común acuerdo el domicilio conyugal, y en caso de discrepancia, resolverá el Juez teniendo en cuenta el interés de la familia."

4.- REPRESENTACIÓN:


Art. 71.  " Ninguno de los cónyuges puede atribuirse la representación del otro sin que le hubiere sido conferida."

5.- EMANCIPACIÓN:

Art. 316.  " El matrimonio produce de derecho la emancipación."

EFECTOS PATRIMONIALES. ORGANIZACIÓN ECONÓMICA DE LA SOCIEDAD CONYUGAL
Como dice Lacruz Berdejo, todo matrimonio genera una serie de cargas, siendo necesario determinar la persona o personas que deben satisfacerlas.

  Nacen así los REGÍMENES ECONÓMICOS MATRIMONIALES como el conjunto de reglas que disciplinan todos los intereses pecuniarios que se derivan del matrimonio, tanto en la relaciones de los cónyuges entre sí, como en sus relaciones con terceros.

Tales regímenes suelen clasificarse en atención a su origen y a sus efectos.

A) POR SU ORIGEN:

-  Regímenes voluntarios o convencionales: son los que se constituyen en virtud de contrato o negocio jurídico celebrado por los cónyuges, dentro de los límites más o menos amplios que les ofrece el legislador.  

-  Regímenes legales: son los que derivan directamente de la Ley y se imponen de forma forzosa si concurren determinadas circunstancias, o bien de forma subsidiaria o supletoria, en defecto de pacto o estipulación entre los cónyuges. 

B) POR SUS EFECTOS:

1. Regímenes de comunidad: Se caracterizan porque se constituye una masa común con todos o parte de los bienes de los cónyuges, cuyas rentas y productos se afectan directamente a los gastos y cargas familiares y que, llegado el momento de la disolución del régimen, se reparten entre los cónyuges o sus herederos.

La comunidad puede ser universal o relativa.

a) Hay comunidad universal cuando se forma una masa común con todos los bienes de los cónyuges, de forma que no hay más patrimonio que el común. 

Éste es el caso del RÉGIMEN DE COMUNICACIÓN FORAL, que rige como legal supletorio en Vizcaya; régimen que nace con el matrimonio pero que se consolida en un único supuesto: disolución del régimen por muerte de uno de los cónyuges dejando hijos o descendientes del difunto.

b)  Hay comunidad relativa cuando la masa común está constituida sólo por algunos de los bienes de los esposos. Por tanto, existen en el matrimonio 3 masas de bienes: el patrimonio común y los patrimonios privativos de cada cónyuge.

A su vez, la comunidad relativa presenta múltiples variedades por razón de sus características y, sobretodo, por los criterios utilizados para la formación de la masa común. Así podemos distinguir entre:
- Comunidad de ganancias: por ejemplo, el RÉGIMEN DE GANANCIALES de Derecho Común o  el RÉGIMEN DE CONQUISTAS en Navarra.

- Comunidad de muebles y adquisiciones: que es el régimen legal supletorio en Aragón.
- Etc..
2) Regímenes de separación: Se caracterizan por un dato negativo; la inexistencia de una masa común de bienes, e incluso de toda participación de un cónyuge en la actividad lucrativa del otro.

Por ello, algún autor ha llegado a decir que más que un régimen económico, supone la inexistencia del mismo ya que las relaciones patrimoniales entre los cónyuges y frente a terceros permanecen inalteradas, como si no hubiera habido matrimonio.

Sin embargo y como apunta Lacruz, en ningún caso puede hablarse de inexistencia de régimen económico ya que, aunque sólo sea para atender a los gastos derivados de la convivencia, del consumo en común y de las obligaciones que cada cónyuge tiene frente al otro y frente a la prole, el régimen económico matrimonial es siempre necesario.

La separación de bienes también puede ser absoluta o relativa.

a) Hay separación absoluta  cuando cada cónyuge conserva la propiedad, administración y gestión de sus bienes de manera que no hay más patrimonios que los personales de cada uno de los cónyuges, distintos e independientes entre sí y entre los cuales no se produce, en principio, ningún tipo de confusión. 

Éste es el caso del régimen legal supletorio vigente en Cataluña y Baleares.

b) Hay separación relativa cuando la administración y disposición, o una de dichas facultades, se atribuyen al cónyuge no titular de los bienes; tradicionalmente, el marido. 

Éste es el caso del régimen de COMUNIDAD DE ADMINISTRACION, o RÉGIMEN DOTAL, que era el régimen legal supletorio en el ámbito del Derecho Común hasta la reforma de 13 Mayo 1981, que introdujo el principio de igualdad en el ámbito de las relaciones patrimoniales entre los cónyuges. 
3) Régimen de participación:  Se configura como un régimen intermedio entre los de comunidad y separación, y se caracteriza porque durante el matrimonio funciona como un régimen de separación, con libre administración y disfrute de los bienes propios; pero a su disolución, ostentan los esposos un derecho a participar en las ganancias obtenidas por su consorte durante el tiempo en que el régimen haya estado vigente.  

 Se califica también de  régimen mixto porque supone una ruptura entre las reglas de funcionamiento y las de disolución.

Tras la reforma de 13 Mayo 1981 está regulado como régimen convencional en los arts. 1411 y ss. CC.

Alega Lacruz este régimen porque, según él, recoge lo mejor del régimen de separación (como es la independencia de cada cónyuge) y lo mejor del régimen de comunidad (como es la participación en las ganancias, ofreciendo además una concepción más realista de lo que son ganancias).

Sin embargo, no debe ser un régimen tan ventajoso cuando:


- El legislador español no lo recoge como supletorio, ni siquiera de segundo grado.


- Lo impone como sanción en los casos de nulidad con mala fe, a tenor de los arts. 95 y 1395 CC.


- Y sobre todo, cuando desde su implantación en 1981, no ha tenido prácticamente ninguna aplicación práctica.

SISTEMA ADOPTADO POR EL CODIGO CIVIL

   En esta materia debemos distinguir entre el sistema anterior a la reforma de 13 de Mayo de 1981 y el establecido por la misma.

   Centrándonos ahora en la primera etapa podemos señalar que, desde un principio, el CC admitió que los cónyuges pactasen libremente en capitulaciones el régimen económico de su matrimonio.

   En defecto de pacto, el régimen legal supletorio de primer grado era la sociedad de gananciales, y el de segundo grado era el régimen dotal.

   Por último, se establecía un régimen legal forzoso, que era el de separación de bienes, cuando el matrimonio se contraía contra las prohibiciones que establecía el art. 45.

Tras la reforma de 13 Mayo 1981 el punto de partida en esta materia se encuentra en el fundamental art. 1315 CC, a cuyo tenor:

"El régimen económico del matrimonio será el que los cónyuges estipulen en capitulaciones matrimoniales, sin otras limitaciones que las establecidas en este Código."

  Influenciado en este punto por los Derechos Forales, el Código deja gran libertad a los que están casados o van a casarse para organizar el régimen económico de su matrimonio, disponiendo sólo reglas  de carácter subsidiario:


Art. 1316.  " A falta de capitulaciones, o cuando éstas sea ineficaces, el régimen será el de la sociedad de gananciales."


Art. 1435.2  " Existirá entre los cónyuges separación de bienes: ... 2.- Cuando los cónyuges hubieren pactado en capitulaciones matrimoniales que no regirá entre ellos la sociedad de gananciales, sin expresar las reglas por  que hayan de regirse sus bienes."

   Por tanto, en la actualidad, el régimen legal supletorio de primer grado es el de sociedad de gananciales y el de segundo grado es el régimen de separación.
  Por lo demás, EL RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL DEL CODIGO CIVIL SE CARACTERIZA:

1.- POR SER MUTABLE: Posibilidad introducida tras la reforma de 2 mayo 1975, si bien hay que tener en cuenta el 


Art. 1317.  "La modificación del régimen económico matrimonial realizada durante el matrimonio no perjudicará en ningún caso los derechos ya adquiridos por terceros."

2.-  POR EXISTIR UN RÉGIMEN MATRIMONIAL PRIMARIO  procedente del Derecho Francés y que, tras la reforma 13 Mayo 1981,  se regula en los arts. 1318 – 1324 de nuestro Código;  preceptos que constituyen normas imperativas para todo régimen económico matrimonial, y que nos llevan al estudio de la siguiente pregunta de este tema.

DISPOSICIONES GENERALES SOBRE EL RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL. EXAMEN ESPECIAL DE LOS ARTS. 1322 Y 1324 CC
Como hemos señalado, las disposiciones generales sobre el régimen económico matrimonial se encuentran en los arts. 1322 a 1324 CC, que son normas imperativas y, por tanto, aplicables cualquiera que sea el régimen económico que rige el matrimonio.

A) CARGAS DEL MATRIMONIO Y “LITIS EXPENSAS”:

Art. 1318.  "Los bienes de los cónyuges están sujetos al levantamiento de las cargas del matrimonio.


  Cuando uno de los cónyuges incumpliere su deber de contribuir al levantamiento de estas cargas, el Juez, a instancia del otro, dictará las medidas cautelares que estime convenientes a fin de asegurar su cumplimiento y los anticipos necesarios o proveer a las necesidades futuras.


  Cuando un cónyuge carezca de bienes propios suficientes, los gastos necesarios causados en litigios que sostenga contra el otro cónyuge, sin mediar mala fe o temeridad, o contra tercero, si redundan en provecho de la familia, serán a cargo del caudal común y, faltando éste, se sufragarán a costa de los bienes propios del otro cónyuge, cuando la posición económica de éste impida al primero, por imperativo de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la obtención del beneficio de justicia gratuita."

B) NECESIDADES DE LA FAMILIA:

Art. 1319.  “Cualquiera de los cónyuges podrá realizar los actos encaminados a atender las necesidades ordinarias de la familia, encomendadas a su cuidado, conforme al uso del lugar y a las circunstancias de la misma.


  De las deudas contraídas en el ejercicio de esta potestad responderán solidariamente los bienes comunes y los del cónyuge que  contraiga la deuda, y subsidiariamente los del otro cónyuge.


  El que hubiere aportado caudales propios para la satisfacción de tales necesidades tendrá derecho a ser reintegrado de conformidad con su régimen matrimonial."

C) VIVIENDA FAMILIAR:

Art. 1320.  "Para disponer de los derechos sobre la vivienda habitual y los muebles de uso ordinario de la familia, aunque tales derechos pertenezcan a uno solo de los cónyuges, se requerirá el consentimiento de ambos o, en su caso, autorización judicial.


  La manifestación errónea o falsa del disponente sobre el carácter de la vivienda no perjudicará al adquirente de buena fe."

Desde el punto de vista registral:

- Art. 91 RH regula la inscripción de actos dispositivos sobre la vivienda familiar, exigiendo que el disponente haga constar en la escritura que la vivienda no tiene el carácter de habitual de la familia.

La R. 26 Octubre 1987 señaló que no se puede suspender la inscripción de una hipoteca sobre la nuda propiedad de una vivienda porque falte esta declaración, ya que si sólo se tiene la nuda propiedad de ella la vivienda no puede ser la habitual de la familia.

La R. 23 Abril 2005 establece que si el titular de la vivienda está divorciado o separado judicialmente no debe exigirse esta declaración que, sin embargo, sigue siendo necesaria en el caso de que sólo exista separación de hecho.
- Art. 144.5 RH (tras la reforma operada por el RD 4 Sept. 1998) regula la anotación de embargo sobre la vivienda familiar perteneciente a uno de los cónyuges, exigiendo que del mandamiento resulte que la vivienda no tienen aquél carácter o que el embargo ha sido notificado al cónyuge del titular embargado.

También cabe destacar que en todos los Derechos Forales encontramos preceptos equivalentes al art. 1320 CC, EXCEPTO en la  compilación balear.

D) AJUAR:

Art. 1321.  "Fallecido uno de los cónyuges, las ropas, mobiliario y enseres que constituyan el ajuar de la vivienda habitual común de los esposos se entregarán al que sobreviva, sin computárselo en su haber.


  No se entenderán comprendidos en el ajuar las alhajas, objetos artísticos e históricos y otros de extraordinario valor."

   Este derecho al ajuar doméstico se denomina también derecho de predetración y la Administración suele cifrarlo en el 3% del valor del caudal relicto.

E) CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA NECESIDAD DE ACTUACIÓN CONJUNTA:  

Art. 1322. "Cuando la ley requiera para un acto de administración o disposición que uno de los cónyuges actúe con el consentimiento del otro, los realizados sin él y que no hayan sido expresa o tácitamente confirmados, podrán ser anulados a instancia del cónyuge cuyo consentimiento se haya omitido, o de sus herederos. 

No obstante, serán nulos los actos a título gratuito sobre bienes comunes si falta, en tales casos, el consentimiento del otro cónyuge."

Este precepto se refiere concretamente a los actos de administración o disposición, de modo que, como señala Díez Picazo, alude  a actos de carácter patrimonial o económico, de donde se deduce que los demás actos que los cónyuges deben realizar conjuntamente y que carecen de contenido patrimonial quedan fuera del ámbito  de aplicación de este precepto, que establece una regla general y una excepción:
REGLA GENERAL: ANULABILIDAD de los actos de administración y disposición realizados por uno de los cónyuges sin el consentimiento del otro, cuando tal consentimiento venga exigido por la Ley.

EXCEPCIÓN: NULIDAD ABSOLUTA o de pleno derecho, en el supuesto de acto unilateral a título gratuito que recaiga sobre bienes comunes.

Lo normal es que el consentimiento exigido por este artículo lo presten ambos cónyuges de forma simultánea, expresa o tácitamente. No obstante,  cabe un consentimiento “a priori”, ya sea para un acto concreto, ya para una serie de actos determinados (dado que no es admisible en ningún caso una autorización genérica). Y también cabe un consentimiento “a posteriori”, en virtud de ratificación expresa o tácita por parte del cónyuge cuyo consentimiento haya sido omitido, o de sus herederos.

F) CONTRATOS ENTRE CÓNYUGES:

Art. 1323.  " Los cónyuges podrán transmitirse por cualquier título bienes y derechos y celebrar entre sí toda clase de contratos."

G) PRUEBA DEL CARÁCTER DE LOS BIENES: Art. 1324 CC
"Para probar entre cónyuges que determinados bienes son propios de uno de ellos, será bastante la confesión del otro, pero tal confesión por sí sola no perjudicará a los herederos forzosos del confesante, ni a los acreedores, sean de la comunidad o de cada uno de los cónyuges."

ANTES DE LA REFORMA DE 1981 era un problema sumamente discutido por la doctrina el de la validez y eficacia que debía poseer la manifestación que hacía un cónyuge sobre el carácter privativo de un bien de su consorte.

La postura del TS en este punto era la siguiente: partiendo de la presunción de ganancialidad establecida en el art. 1361 CC (“Se presumen gananciales los bienes existentes en el matrimonio  mientras no se pruebe que pertenecen privativamente  a uno de los dos cónyuges”) el Tribunal entendía que la confesión del cónyuge no bastaba para demostrar el carácter privativo del bien y, por tanto, no era suficiente por sí sola para destruir la presunción de ganancialidad del art. 1361 CC, siendo necesario probar tal carácter. 
TRAS LA REFORMA, el art. 1324 CC ofrece, según Díez Picazo, la siguiente  solución legal:

1.  ENTRE CÓNYUGES, LA CONFESIÓN ES SUFICIENTE; es decir, vale como prueba del carácter privativo del bien, destruyendo la presunción de ganancialidad. 

2.  FRENTE A DETERMINADOS  TERCEROS, en concreto, frente a los herederos forzosos del confesante y los acreedores, sean de la comunidad o de cada uno de los cónyuges, LA CONFESIÓN ES INSUFICIENTE para destruir la presunción de ganancialidad, siendo necesario, ADEMÁS, probar el carácter privativo del bien.

DESDE EL PUNTO DE VISTA REGISTRAL: Apartado 4º, art. 95 RH, en la redacción dada por el  Decreto 12 Noviembre 1982, dispone: 

“Si la privatividad resultare sólo de la confesión del consorte, se expresará dicha circunstancia en la inscripción, y ésta se practicará a nombre del cónyuge a cuyo favor se haga aquélla.

 Todos los actos inscribibles relativos a estos bienes se realizarán exclusivamente por el cónyuge a cuyo favor se haya hecho la confesión, quien no obstante necesitará para los actos de disposición realizados después del fallecimiento del cónyuge confesante, el consentimiento de los herederos forzosos de éste, si los tuviere, salvo que el carácter privativo del bien resultare de la partición de la herencia.”

   También es necesario tener presente el art. 144.2 RH que, en relación con los bienes inscritos en el R.P. como privativos de un cónyuge por confesión de su consorte, dispone:
“Cuando se trate de bienes inscritos conforme al número 4 del artículo 95, el embargo será anotable si la demanda se hubiere dirigido contra el cónyuge a cuyo favor aparezcan inscritos los bienes, sea o no el cónyuge deudor”.

   De lo dispuesto en estos preceptos se deduce que, en estos casos, el inmueble se inscribe como privativo del cónyuge a cuyo favor se haga la confesión, y seguirá el tratamiento registral de los bienes privativos hasta el fallecimiento del cónyuge confesante.
LA PUBLICIDAD DEL RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL

Como dicen Díez Picazo y Gullón, las razones que justifican la necesidad de dar publicidad al régimen económico matrimonial se explican por sí solas, pues no es algo que pueda permanecer en la órbita interna de los cónyuges o de la familia sino que, trascendiendo a ella,  repercute en los intereses de terceros, especialmente en la medida en que el régimen económico determina el ámbito de los poderes dispositivos de los cónyuges sobre los bienes y el de las eventuales responsabilidades contraídas. Por ello los terceros que contratan con ellos  tienen legítimo interés en conocer y estar ciertos del régimen a que están sujetos.

Tras la REFORMA 1981, en el ámbito del derecho civil existen 3 TIPOS DE INSTRUMENTOS DE PUBLICIDAD del régimen económico matrimonial:

A) MENCIÓN EN EL REGISTRO CIVIL.

B) TOMA DE RAZÓN EN EL RP EN RELACIÓN CON LOS BIENES INMUEBLES.
C) INDICACIÓN EN LAS ESCRITURAS NOTARIALES Y EN SUS COPIAS.

   A éste último instrumento de publicidad se refiere el art. 1332 CC, mientras que los dos primeros aparecen contemplados, de forma conjunta, en el art. 1333 CC:
Art 1332 CC: “La existencia de pactos modificativos de anteriores capitulaciones se indicará mediante nota en la escritura que contenga la anterior estipulación y el Notario  lo hará constar en las copias que expida.” 

Art. 1333 CC:  "En toda inscripción de matrimonio en el Registro Civil se hará mención, en su caso, de las capitulaciones matrimoniales que se hubieren otorgado, así como de los pactos, resoluciones judiciales y demás hechos que modifiquen el régimen económico del matrimonio.

Si aquéllas o éstos afectaren a inmuebles, se tomará  razón en el Registro de la Propiedad, en la forma y a los efectos previstos en la Ley Hipotecaria."

DESDE EL PUNTO DE VISTA REGISTRAL:

- Art. 90 RH regula la inscripción de los bienes de los cónyuges cuando su régimen económico matrimonial está sujeto al Derecho civil foral o especial.

- Art. 92 RH regula la inscripción de los bienes para los casos en que el régimen económico matrimonial está sometido a la legislación extranjera.

Además, y con independencia de lo dispuesto en el CC, el régimen económico matrimonial puede recibir PUBLICIDAD A TRAVÉS DEL RM, al amparo de lo dispuesto en art. 22 CCom y arts. 87 y 92 RRM: 

Art. 87 RRM  “En la HOJA ABIERTA A CADA EMPRESARIO INDIVIDUAL se inscribirán: .... Las capitulaciones matrimoniales...”

Art. 92 RRM   “CUANDO SE TRATE DE PERSONAS CASADAS, LA INSCRIPCIÓN PRIMERA expresará, además de las circunstancias del art. 90, las siguientes: 

1. La identidad del cónyuge

2. La fecha y lugar de celebración del matrimonio, y los datos de su inscripción en el R.C. 

3.  El régimen económico del matrimonio legalmente aplicable o el que resulte de capitulaciones matrimoniales otorgadas e inscritas en el RC.”
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